
SENADO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, sobre procedimiento de toma de razón y
registro electrónicos. Boletín 9.173-07.

DISPOSICIONES VIGENTES PROYECTO DE LEY TEXTO TENTATIVO
LEY N°10.336

FIJA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE
ORGANIZACIÓN Y

ATRIBUCIONES DE LA CONTRALORÍA GENERAL
DE LA REPÚBLICA

Artículo  10°.  El  Contralor  General  tomará razón de
los decretos supremos y de las resoluciones de los
Jefes  de  Servicios,  que  deben  tramitarse  por  la
Contraloría,  representará  la  inconstitucionalidad  o
ilegalidad de que puedan adolecer, dentro del plazo
de  quince  días  contados  desde  la  fecha  de  su
recepción, que el Contralor podrá prorrogar hasta por
otros  quince  días,  si  existiesen  motivos  graves  y
calificados,  mediante  resolución  fundada.  No
obstante, deberá darles curso cuando, a pesar de su
representación, el Presidente de la República insista
con la firma de todos sus Ministros.

En caso de insistencia, se consignará el hecho en la
Cuenta  Pública  de  su  Gestión  que  la  Contraloría
General presentará anualmente.

El  Contralor  deberá,  en todo caso,  dar cuenta a la
Cámara de Diputados y al Presidente de la República
de estos decretos dentro de los treinta días de haber
sido dictados, enviando copia completa de ellos y de
sus antecedentes.

La Contraloría enviará semestralmente a la Cámara
de  Diputados  una  lista  de  los  decretos  que  no
hubieren  sido  despachados  dentro  del  plazo

PROYECTO DE LEY:
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señalado  en  el  inciso  1°,  con  indicación  de  los
motivos del retraso.

No obstante, el Contralor General podrá eximir a uno
o más Ministerios o Servicios del trámite de la toma
de razón de los  decretos supremos o  resoluciones
que  concedan  licencias,  feriados,  y  permisos  con
goce de
sueldos,  o que se refieran a otras materias que no
considere  esenciales.  Tratándose  de  decretos
supremos, la exención sólo podrá referirse a decretos
firmados "por orden del Presidente de la República".
Esta  exención  podrá  ser  concedida  por  plazos
determinados y dejada sin efecto por el Contralor, de
oficio  o  a  petición  del  Presidente  de  la  República,
según sea el uso que se haga de tal liberalidad.

La resolución del Contralor deberá ser fundada y en
ella  se  fijarán  las  modalidades  por  las  cuales  se
fiscalice  la  legalidad  de  dichos  decretos  o
resoluciones  y,  además,  deberá  dar  cuenta  a  la
Cámara  de Diputados,  cada vez  que haga  uso de
esta facultad, para los efectos de lo dispuesto en el
artículo 48 de la Constitución Política de la República.

El  Contralor  General,  de  oficio  o  a  petición  del
Presidente  de  la  República,  podrá,  por  resolución
fundada, autorizar que se cumplan antes de su toma
de razón los decretos o resoluciones que dispongan
medidas que tiendan a evitar o a reparar daños a la
colectividad o al  Estado,  originados por terremotos,
inundaciones,  incendios,  desastres,  calamidades
públicas  u  otras  emergencias;  o  medidas  que
perderían  su  oportunidad  o  estarían  expuestas  a
desvirtuarse  si  no  se  aplicaren  inmediatamente,
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siempre que no afecten derechos esenciales de las
personas. El decreto o resolución que se acoja a la
autorización prevista en este inciso deberá expresar
la circunstancia en que se funda.

Si en los casos indicados en el inciso precedente la
Contraloría no da curso al decreto o resolución, podrá
perseguir  la  responsabilidad  administrativa  del  jefe
que la dictó, o pondrá el hecho en conocimiento del
Presidente  de  la  República  y  de  la  Cámara  de
Diputados cuando se trate de decreto supremo. Todo
ello sin perjuicio de las demás responsabilidades que
fueren pertinentes y de la facultad para insistir a que
se refiere el inciso 1°. de este artículo.

Artículo 10 A.- La toma de razón y el registro podrán
realizarse  a  través  de  técnicas,  medios  y
procedimientos  que  consideren  el  empleo  de
documentos  y  firmas  electrónicas.  El  Contralor
General establecerá, mediante resolución,  los actos
administrativos cuya toma de razón o registro podrán
efectuarse  electrónicamente  y  los  servicios  que,
previo  convenio,  someterán  tales  actos  a  dicha
tramitación.  También  determinará  los  medios  de
verificación y la forma para acreditar el cumplimiento
de  los  requisitos  legales  que  precisen  los  actos
administrativos  antes  señalados.  Asimismo,
dispondrá el tipo de comunicación,  formas y demás
materias  que  requiera  la  toma de  razón  o  registro
electrónicos,  pudiendo  incluir  para  determinados
actos sistemas automatizados que los realicen.
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LEY N° 19.799

LEY SOBRE DOCUMENTOS ELECTRONICOS,
FIRMA ELECTRONICA Y

SERVICIOS  DE  CERTIFICACION DE DICHA
FIRMA

Artículo  10.-  Los  reglamentos  aplicables  a  los
correspondientes  órganos  del  Estado  regularán  la
forma cómo se garantizará la publicidad, seguridad,
integridad  y  eficacia  en  el  uso  de  las  firmas
electrónicas,  y  las  demás  necesarias  para  la
aplicación de las normas de este Título.

La toma de razón y el  registro electrónico deberán
ajustarse a la normativa técnica establecida en virtud
de lo dispuesto en el artículo 10 de la ley N° 19.799,
sobre  documentos  electrónicos,  firma  electrónica  y
servicios  de  certificación  de  dicha  firma.

Artículo 10 B.- Para la toma de razón o registro que
empleen firma electrónica,  los requisitos que deban
cumplir  los  actos  administrativos  se  verificarán
mediante consulta en línea a registros o bancos de
datos que permitan su tratamiento.

Si la consulta en línea indicada en el inciso anterior
no fuere posible,  la  existencia  de los  antecedentes
que acrediten el cumplimiento de tales requisitos será
verificada y certificada por el ministro de fe designado
para estos efectos por el respectivo jefe superior del
servicio.  Realizadas  las  correspondientes
verificaciones y certificaciones por el ministro de fe,
los mencionados antecedentes serán digitalizados e
incorporados  al  procedimiento  de toma de razón o
registro electrónico correspondiente. El ministro de fe
que certificare antecedentes inexistentes, incurrirá en
responsabilidad administrativa por infracción grave al
principio  de  probidad,  sin  perjuicio  de  las
responsabilidades penales correspondientes.
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FIJA TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y
SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº 18.834, SOBRE

ESTATUTO ADMINISTRATIVO

Artículo  12.-  Para  ingresar  a  la  Administración  del
Estado  será  necesario  cumplir  los  siguientes
requisitos:

c)  Tener  salud  compatible  con  el  desempeño  del
cargo;

Tratándose del requisito establecido en la letra c) del
artículo  12  de  la  ley  N°18.834,  se  presumirá  su
cumplimiento,  debiendo el  interesado acompañar el
certificado  emitido  por  un prestador  institucional  de
salud dentro de los sesenta días hábiles siguientes a
la toma de razón o registro electrónico del respectivo
acto  administrativo.  El  ministro  de  fe  del  servicio
deberá certificar el cumplimiento de esta obligación,
debiendo archivarse ambos certificados junto al resto
de  los  antecedentes  que  conforman  el  expediente,
físico  o electrónico,  si  corresponde.  Transcurrido  el
plazo  señalado  sin  haberse  cumplido  la  obligación
precedente, el servicio deberá dejar sin efecto el acto
administrativo correspondiente.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  precedentemente,  el
Contralor  General,  previa  resolución  fundada  y
existiendo situaciones excepcionales que lo ameriten,
podrá requerir que se le envíen a toma de razón o
registro,  en  soporte  papel,  alguno  de  los  actos
sometidos  a  tramitación  electrónica  o  sus
antecedentes.

Artículo 10 C.- Efectuado el trámite de toma de razón
o  registro  electrónico  mediante  el  uso  de  firma
electrónica,  el  servicio  deberá mantener  archivados
en  soporte  papel  los  documentos  o  certificados
oficiales que fueron digitalizados para estos efectos,
pudiendo  mantenerlos  exclusivamente  en  soporte
digital cuando éstos se ajusten a la normativa vigente
sobre digitalización de documentos.

El Contralor General, en casos excepcionales, podrá
disponer  que  un  determinado  servicio  mantenga
archivados  en  soporte  papel  los  antecedentes
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mencionados en el inciso precedente.

Artículo 10 D.-  Sin perjuicio de la toma de razón o
registro  electrónicos,  el  Contralor  General,  en
ejercicio  de  sus  atribuciones,  podrá  realizar  las
validaciones  posteriores  sobre  los  actos
administrativos  sometidos  a  este  sistema  de
tramitación electrónica.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero.-  Esta  ley  entrará  en  vigencia  el
primer día del mes subsiguiente a su publicación en
el Diario Oficial, sin perjuicio del artículo siguiente.

Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de la
presente ley, todos los órganos de la Administración
del Estado deberán realizar el trámite de registro de
los  actos  administrativos  en  materias  de  personal,
exentos de toma de razón, a través del Sistema de
Información  y  Control  del  Personal  de  la
Administración del Estado (SIAPER), plataforma web
de la Contraloría General de la República.

Por su parte, los actos administrativos en materias de
personal afectos al control de legalidad de la citada
entidad  fiscalizadora,  serán  tramitados  mediante  el
referido  sistema,  debiendo  los  órganos  de  la
Administración  someterse  a  éste  dentro  del  plazo
máximo de dos años contados desde la entrada en
vigencia de esta ley.”.
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